
PROYECTO DE LEY

121/000060 Proyecto de Ley por la que se modifican la Ley 58/2003, 
de 17 de diciembre, General Tributaria, en materia de 
prescripción, recaudación, asistencia mutua y 
obligaciones de información; la Ley 35/2006, de 28 de 
noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas 
Físicas y de modificación parcial de las leyes de los 
Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no 
Residentes y sobre el Patrimonio, y la Ley 29/1987, 
de 18 de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y 
Donaciones.

La Mesa de la Cámara, en su reunión del día de hoy, ha adoptado el acuerdo que se 
indica respecto del asunto de referencia.

(121) Proyecto de ley.

Autor: Gobierno

Proyecto de Ley por la que se modifican la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria, en materia de prescripción, recaudación, asistencia mutua y obligaciones de 
información; la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las 
Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre 
Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio, y la Ley 29/1987, 
de 18 de diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones.

Acuerdo:

Encomendar su aprobación con competencia legislativa plena, conforme al artículo 148 
del Reglamento, a la Comisión de Hacienda y Función Pública. Asimismo, publicar en el 
Boletín Oficial de las Cortes Generales, estableciendo plazo de enmiendas, por un 
período de quince días hábiles, que finaliza el día 1 de septiembre de 2025.

En ejecución de dicho acuerdo se ordena la publicación de conformidad con el 
artículo 97 del Reglamento de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 10 de junio de 2025.—P.D. El Secretario 
General del Congreso de los Diputados, Fernando Galindo Elola-Olaso.
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PROYECTO DE LEY POR LA QUE SE MODIFICAN LA LEY 58/2003, DE 17 
DE DICIEMBRE, GENERAL TRIBUTARIA, EN MATERIA DE PRESCRIPCIÓN, 

RECAUDACIÓN, ASISTENCIA MUTUA Y OBLIGACIONES DE INFORMACIÓN; 
LA LEY 35/2006, DE 28 DE NOVIEMBRE, DEL IMPUESTO SOBRE LA RENTA 
DE LAS PERSONAS FÍSICAS Y DE MODIFICACIÓN PARCIAL DE LAS LEYES 

DE LOS IMPUESTOS SOBRE SOCIEDADES, SOBRE LA RENTA DE NO RESIDENTES 
Y SOBRE EL PATRIMONIO, Y LA LEY 29/1987, DE 18 DE DICIEMBRE, DEL IMPUESTO 

SOBRE SUCESIONES Y DONACIONES

Exposición de motivos

I

La presente ley tiene por objeto principal la modificación de la Ley 58/2003, de 17 de 
diciembre, General Tributaria en diversas materias.

En primer lugar, se introducen modificaciones en materia de prescripción y de 
recaudación.

Por un lado, se hace necesario modificar la regulación de la prescripción tributaria en 
relación con los responsables, para adecuarse a la jurisprudencia reciente del Tribunal 
Supremo derivada de las sentencias números 1022/2023 y 1023/2023, de 18 de julio, 
y 1137/2023, de 15 de septiembre, entre otras. El Alto Tribunal reconoce dos facultades 
de la Administración para poder exigir la obligación de pago de la deuda tributaria a los 
responsables. Por un lado, la facultad para declarar la responsabilidad, y, por otro lado, 
la de exigir el pago al ya declarado responsable, añadiendo que se trata de acciones 
distintas y sucesivas que tienen diferentes carreras prescriptivas.

En este sentido, siguiendo la señalada jurisprudencia, se regula de manera 
específica en la norma general tributaria el plazo de prescripción del derecho de la 
Administración para declarar la responsabilidad tributaria, fijando el dies a quo de dicho 
plazo y las causas interruptivas del mismo. La acción de cobro de la deuda al 
responsable declarado no presenta particularidad alguna respecto del derecho de la 
Administración a exigir el pago de la deuda.

Asimismo, se regula en la norma que la extensión automática de los efectos de la 
prescripción, ya sea de una causa interruptiva o de la prescripción ganada por un sujeto 
obligado, sólo opera respecto de otros obligados que concurran en el mismo 
presupuesto de hecho de la obligación de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 35.7 de 
la Ley 58/2003, de 17 de diciembre.

Por otro lado, la constante y rápida evolución de la prestación de servicios bancarios 
y de pago y de los medios de pago, así como la aparición de nuevos activos digitales y el 
uso de tecnologías innovadoras, como es la tecnología de registro distribuido sobre la 
que descansan los criptoactivos, ha obligado en los últimos años a adaptar la normativa 
financiera y de prevención del blanqueo de capitales y a regular nuevos mercados.

En este contexto resulta también necesario actualizar el marco normativo tributario, 
en particular, en el ámbito de la recaudación tributaria.

Así, se recoge expresamente en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, el embargo de 
criptoactivos, en sus diferentes formas, así como el embargo de bienes y derechos en 
entidades de pago y en entidades de dinero electrónico.

II

La presente ley modifica asimismo la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, con objeto de 
transponer la Directiva (UE) 2023/2226 del Consejo, de 17 de octubre de 2023, por la 
que se modifica la Directiva 2011/16/UE relativa a la cooperación administrativa en el 
ámbito de la fiscalidad (en adelante, DAC 8), en aquellas cuestiones que requieren una 
norma con rango de ley, debiéndose completar dicha transposición con las 
modificaciones que resulten necesarias a nivel reglamentario.
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La DAC 8 tiene como objetivos principales el refuerzo de las disposiciones de la 
Directiva 2011/16/UE del Consejo, de 15 de febrero de 2011, relativa a la cooperación 
administrativa en el ámbito de la fiscalidad y por la que se deroga la 
Directiva 77/799/CEE (en adelante, DAC), en lo que se refiere a la comunicación de 
información y diligencia debida relativas a la información de cuentas financieras, así 
como hacer frente a los nuevos retos derivados del creciente uso de medios alternativos 
de pago e inversión que plantean nuevos riesgos de evasión fiscal, como son los 
criptoactivos, el dinero electrónico y las monedas digitales de bancos centrales, hasta 
ahora no incluidos en el ámbito de la DAC.

En relación con la comunicación de información y diligencia debida relativas a la 
información de cuentas financieras, la DAC 8 amplía las obligaciones ya existentes 
introducidas por la Directiva 2014/107/UE del Consejo, de 9 de diciembre de 2014, que 
modifica la Directiva 2011/16/UE por lo que se refiere a la obligatoriedad del intercambio 
automático de información en el ámbito de la fiscalidad y, en particular, incluye dentro del 
ámbito de la comunicación de información el dinero electrónico y las monedas digitales 
de los bancos centrales. A este respecto, la DAC 8 traslada al ámbito de la Unión 
Europea las últimas modificaciones del Estándar común de comunicación de información 
(«Common Reporting Standard») de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económicos (en adelante, OCDE).

Por lo que se refiere al intercambio automático de información sobre criptoactivos, la 
DAC 8 introduce obligaciones de comunicación de información, de diligencia debida y, en 
su caso, de registro a ciertos proveedores de servicios de criptoactivos, que deberán 
suministrar información sobre la identidad y residencia fiscal de los usuarios de 
criptoactivos y de determinadas operaciones efectuadas con ellos. Así, la DAC 8 traslada 
también al ámbito de la Unión Europea el Marco de intercambio de información sobre 
criptoactivos («Crypto-Asset Reporting Framework») de la OCDE. Por otra parte, en 
relación con estas obligaciones de información, la DAC 8 efectúa múltiples referencias al 
Reglamento (UE) 2023/1114 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 31 de mayo 
de 2023, relativo a los mercados de criptoactivos y por el que se modifican los 
Reglamentos (UE) n.º 1093/2010 y (UE) n.º 1095/2010 y las Directivas 2013/36/UE y 
(UE) 2019/1937, que constituye el nuevo marco regulatorio en el ámbito financiero para 
los mercados de criptoactivos.

Teniendo en cuenta lo anterior, en particular, se modifica la disposición adicional 
vigésima segunda de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, referida a las obligaciones de 
información y de diligencia debida relativas a cuentas financieras en el ámbito de la 
asistencia mutua para hacer referencia a la modificación efectuada en este ámbito por la 
DAC 8 y al instrumento jurídico que ampara el intercambio internacional de información 
entre autoridades competentes conforme a los últimos cambios. Asimismo, se introduce 
un cambio en la configuración de las infracciones tributarias para tipificar de manera 
comprehensiva el incumplimiento de las normas de diligencia debida.

Adicionalmente, se introduce una nueva disposición adicional en la misma ley, que 
será desarrollada reglamentariamente, en la que se establecen las obligaciones de 
suministro de información sobre criptoactivos, diligencia debida y, en su caso, de registro 
y sus líneas generales. Asimismo, se regula su régimen sancionador y se prevén 
medidas aplicables en caso de que se den determinadas irregularidades en el contexto 
de la diligencia debida. Por último, se establecen para los sujetos obligados los deberes 
de conservación de la documentación correspondiente, así como de comunicación a las 
personas físicas que la información de ellos obtenida será suministrada a la 
Administración tributaria y transferida con arreglo a la DAC, y de acuerdo con la 
normativa de protección de datos personales.

Por otra parte, se modifica el precepto introductorio del capítulo VI del título III de la 
Ley 58/2003, de 17 de diciembre, dedicado a la asistencia mutua, a efectos de enunciar 
las principales normas que en ámbito de la Unión Europea componen el marco legal de 
dicha asistencia.
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III

En relación con las obligaciones de información sobre monedas virtuales existentes 
en el ámbito nacional, la transposición de la DAC 8 obliga a efectuar una revisión de las 
mismas con el objeto de garantizar su coherencia.

La Ley 11/2021, de 9 de julio, de medidas de prevención y lucha contra el fraude 
fiscal, de transposición de la Directiva (UE) 2016/1164 del Consejo, de 12 de julio 
de 2016, por la que se establecen normas contra las prácticas de elusión fiscal que 
inciden directamente en el funcionamiento del mercado interior, de modificación de 
diversas normas tributarias y en materia de regulación del juego, introdujo los 
apartados 6 y 7 en la disposición adicional decimotercera de la Ley 35/2006, de 28 de 
noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación 
parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no 
Residentes y sobre el Patrimonio. Dichos apartados establecen obligaciones de 
suministro de información sobre saldos en monedas virtuales y operaciones con las 
mismas para las personas y entidades residentes en España y establecimientos 
permanentes en territorio español que presten determinados servicios en relación con las 
monedas virtuales. Asimismo, la citada ley introdujo la letra d) en la disposición adicional 
decimoctava de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, ampliando a las monedas virtuales 
la obligación de información sobre bienes y derechos situados en el extranjero.

En relación con la obligación de información sobre operaciones con monedas 
virtuales, su ámbito de aplicación se ve afectado, en parte solapado y en parte superado, 
por las obligaciones derivadas de la DAC 8, por lo que su transposición aconseja la 
supresión de dicha obligación informativa. Dicha supresión se acompaña con la 
extensión de las obligaciones de diligencia debida y de suministro de información 
derivadas de la transposición de la DAC 8 respecto a sujetos residentes en territorio 
español, de manera que la Administración tributaria reciba información equivalente tanto 
de usuarios y personas no residentes como residentes.

Con respecto a las obligaciones de información sobre saldos en monedas virtuales y 
sobre las monedas virtuales situadas en el extranjero, requieren una actualización y 
equiparación en lo que se refiere al objeto de reporte, habiéndose superado el concepto 
de moneda virtual por el de criptoactivo. En este sentido, para garantizar la coherencia 
entre las distintas obligaciones informativas, se sustituye el término moneda virtual por el 
de criptoactivo. Los criptoactivos respecto de los que deba informarse se concretarán 
reglamentariamente. Asimismo, se elimina la referencia a la figura de los autorizados, no 
propia de la operativa con criptoactivos.

Por consiguiente, se deroga el apartado 7 de la disposición adicional decimotercera 
de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, y se modifican el apartado 6 de la misma 
disposición y la letra d) de la disposición adicional decimoctava de la Ley 58/2003, de 17 
de diciembre.

IV

Finalmente, se modifica el apartado 4 del artículo 34 de la Ley 29/1987, de 18 de 
diciembre, del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, que regula la obligatoriedad 
del régimen de autoliquidación del impuesto, para incluir a la Comunidad Autónoma de 
Extremadura en dicho régimen, una vez constatado que dicha Comunidad Autónoma ha 
implantado el servicio de asistencia al contribuyente, requisito exigido por el artículo 48 
de la Ley 22/2009, de 18 de diciembre, por la que se regula el sistema de financiación de 
las Comunidades Autónomas de régimen común y Ciudades con Estatuto de Autonomía 
y se modifican determinadas normas tributarias.

BOLETÍN OFICIAL DE LAS CORTES GENERALES

CONGRESO DE LOS DIPUTADOS
Serie A Núm. 60-1 13 de junio de 2025 Pág. 4

cv
e:

 B
O

C
G

-1
5-

A-
60

-1



V

Esta ley consta de tres artículos, dos disposiciones transitorias, una disposición 
derogatoria y tres disposiciones finales.

De acuerdo con lo dispuesto en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, la elaboración de esta ley se ha 
efectuado de acuerdo con los principios de necesidad, eficacia, proporcionalidad, 
seguridad jurídica, transparencia y eficiencia.

Así, se cumple el principio de necesidad y eficacia, por cuanto es necesaria la 
adaptación de las disposiciones relativas a la prescripción a la jurisprudencia del Tribunal 
Supremo y la transposición de la DAC 8, mediante la incorporación de modificaciones de 
diversas normas del ordenamiento que tienen rango legal.

Se cumple también el principio de proporcionalidad, por cuanto se ha observado de 
forma exclusiva el modo de atender los objetivos estrictamente exigidos, antes 
mencionados.

Respecto al principio de seguridad jurídica, se ha mantenido la coherencia del texto 
con el resto del ordenamiento jurídico nacional, así como con el de la Unión Europea. De 
hecho, la norma legal responde, en gran medida, a la necesidad de transposición de la 
norma de la Unión Europea al derecho español.

El principio de transparencia se ha garantizado mediante el cumplimiento del trámite 
de consulta pública. Asimismo, mediante la publicación del anteproyecto de ley, así como 
de su memoria del análisis de impacto normativo en el portal web del Ministerio de 
Hacienda, a efectos de que pudieran ser conocidos dichos textos en el trámite de 
audiencia e información pública por todos los ciudadanos.

Por último, en relación con el principio de eficiencia, se ha procurado que la norma 
genere las menores cargas administrativas para los ciudadanos, así como los menores 
costes indirectos, fomentando el uso racional de los recursos públicos. Alguna de las 
medidas que se incorporan conllevan, de hecho, una reducción de cargas.

Finalmente, cabe señalar que la norma se inscribe en el ámbito de la denominada 
asistencia mutua, tal como se define en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, que 
participa de la naturaleza jurídica de las relaciones internacionales.

Esta norma se dicta al amparo de lo establecido en el artículo 149.1.3.ª y 14.ª de la 
Constitución Española que atribuyen al Estado la competencia exclusiva en materia de 
relaciones internacionales y de Hacienda general, respectivamente.

Artículo primero. Modificación de la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General 
Tributaria.

La Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General Tributaria, queda modificada como 
sigue:

Uno. Se modifica el artículo 66, que queda redactado de la siguiente forma:

«Artículo 66. Plazos de prescripción.

1. Prescribirán a los cuatro años los siguientes derechos:

a) El derecho de la Administración para determinar la deuda tributaria 
mediante la oportuna liquidación.

b) El derecho de la Administración para exigir el pago de las deudas 
tributarias liquidadas y autoliquidadas, así como el derecho de la Administración a 
exigir el pago de las deudas tributarias a los responsables.

c) El derecho a solicitar las devoluciones derivadas de la normativa de cada 
tributo, las devoluciones de ingresos indebidos y el reembolso del coste de las 
garantías.
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d) El derecho a obtener las devoluciones derivadas de la normativa de cada 
tributo, las devoluciones de ingresos indebidos y el reembolso del coste de las 
garantías.

2. Prescribirá a los cuatro años el derecho de la Administración para declarar 
la responsabilidad tributaria.»

Dos. Se modifica el artículo 67, que queda redactado de la siguiente forma:

«Artículo 67. Cómputo de los plazos de prescripción.

1. El plazo de prescripción comenzará a contarse en los distintos casos a los 
que se refiere el artículo 66.1 conforme a las siguientes reglas:

En el caso a), desde el día siguiente a aquel en que finalice el plazo 
reglamentario para presentar la correspondiente declaración o autoliquidación.

En los tributos de cobro periódico por recibo, cuando para determinar la deuda 
tributaria mediante la oportuna liquidación no sea necesaria la presentación de 
declaración o autoliquidación, el plazo de prescripción comenzará el día de 
devengo del tributo.

En el caso b), desde el día siguiente a aquel en que finalice el plazo de pago 
en período voluntario, sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 2.

En el caso c), desde el día siguiente a aquel en que finalice el plazo para 
solicitar la correspondiente devolución derivada de la normativa de cada tributo o, 
en defecto de plazo, desde el día siguiente a aquel en que dicha devolución pudo 
solicitarse; desde el día siguiente a aquel en que se realizó el ingreso indebido o 
desde el día siguiente a la finalización del plazo para presentar la autoliquidación 
si el ingreso indebido se realizó dentro de dicho plazo; o desde el día siguiente a 
aquel en que adquiera firmeza la sentencia o resolución administrativa que declare 
total o parcialmente improcedente el acto impugnado.

En el supuesto de tributos que graven una misma operación y que sean 
incompatibles entre sí, el plazo de prescripción para solicitar la devolución del 
ingreso indebido del tributo improcedente comenzará a contarse desde la 
resolución del órgano específicamente previsto para dirimir cuál es el tributo 
procedente.

En el caso d), desde el día siguiente a aquel en que finalicen los plazos 
establecidos para efectuar las devoluciones derivadas de la normativa de cada 
tributo o desde el día siguiente a la fecha de notificación del acuerdo donde se 
reconozca el derecho a percibir la devolución o el reembolso del coste de las 
garantías.

2. El plazo de prescripción para declarar la responsabilidad tributaria a que 
se refiere el artículo 66.2 comenzará a contarse, si se trata de responsables 
solidarios, desde el día siguiente a aquel en que finalice el plazo de pago en 
periodo voluntario del deudor principal o desde el momento en que todos los 
hechos que constituyan el presupuesto de la responsabilidad hubieran tenido 
lugar, de ser posteriores a aquel plazo. Tratándose de responsables subsidiarios, 
el plazo de prescripción comenzará a computarse desde la notificación de la última 
actuación recaudatoria practicada al deudor principal o a cualquiera de los 
responsables solidarios.

El plazo de prescripción para exigir la obligación de pago a los responsables a 
que se refiere el segundo inciso del artículo 66.1.b) se iniciará desde el día 
siguiente a aquel en que finalice el plazo de pago en período voluntario concedido 
al responsable.»
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Tres. Se modifica el artículo 68, que queda redactado de la siguiente forma:

«Artículo 68. Interrupción y suspensión de los plazos de prescripción.

1. El plazo de prescripción del derecho a que se refiere el artículo 66.1.a) se 
interrumpe:

a) Por cualquier acción de la Administración tributaria, realizada con 
conocimiento formal del obligado tributario, conducente al reconocimiento, 
regularización, comprobación, inspección, aseguramiento y liquidación de todos o 
parte de los elementos de la obligación tributaria que proceda, aunque la acción se 
dirija inicialmente a una obligación tributaria distinta como consecuencia de la 
incorrecta declaración del obligado tributario.

b) Por la interposición de reclamaciones o recursos de cualquier clase, por 
las actuaciones realizadas con conocimiento formal del obligado tributario en el 
curso de dichas reclamaciones o recursos, por la remisión del tanto de culpa a la 
jurisdicción penal o por la presentación de denuncia ante el Ministerio Fiscal, así 
como por la recepción de la comunicación de un órgano jurisdiccional en la que se 
ordene la paralización del procedimiento administrativo en curso.

c) Por cualquier actuación fehaciente del obligado tributario conducente a la 
liquidación o autoliquidación de la deuda tributaria.

2. El plazo de prescripción del derecho a que se refiere el artículo 66.1.b) se 
interrumpe:

a) Por cualquier acción de la Administración tributaria, realizada con 
conocimiento formal del obligado tributario, dirigida de forma efectiva a la 
recaudación de la deuda tributaria.

b) Por la interposición de reclamaciones o recursos de cualquier clase, por 
las actuaciones realizadas con conocimiento formal del obligado en el curso de 
dichas reclamaciones o recursos, por la declaración del concurso del deudor o por 
el ejercicio de acciones civiles o penales dirigidas al cobro de la deuda tributaria, 
así como por la recepción de la comunicación de un órgano jurisdiccional en la 
que se ordene la paralización del procedimiento administrativo en curso.

c) Por cualquier actuación fehaciente del obligado tributario conducente al 
pago o extinción de la deuda tributaria.

3. El plazo de prescripción del derecho al que se refiere el artículo 66.1.c) se 
interrumpe:

a) Por cualquier actuación fehaciente del obligado tributario que pretenda la 
devolución, el reembolso o la rectificación de su autoliquidación.

b) Por la interposición, tramitación o resolución de reclamaciones o recursos 
de cualquier clase.

4. El plazo de prescripción del derecho al que se refiere el artículo 66.1.d) se 
interrumpe:

a) Por cualquier acción de la Administración tributaria dirigida a efectuar la 
devolución o el reembolso.

b) Por cualquier actuación fehaciente del obligado tributario por la que exija 
el pago de la devolución o el reembolso.

c) Por la interposición, tramitación o resolución de reclamaciones o recursos 
de cualquier clase.
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5. El plazo de prescripción del derecho a que se refiere el artículo 66.2 se 
interrumpe:

a) Por cualquier acción de la Administración tributaria, realizada con 
conocimiento formal del interesado, dirigida o conducente a la declaración de su 
responsabilidad.

b) Por la interposición de reclamaciones o recursos de cualquier clase por el 
responsable, por las actuaciones realizadas con conocimiento formal del 
responsable en el curso de dichas reclamaciones o recursos, por el ejercicio de 
acciones civiles o penales dirigidas al cobro de la deuda tributaria en las que sea 
parte el sujeto aún no declarado responsable, así como por la recepción de la 
comunicación de un órgano jurisdiccional en la que se ordene la paralización del 
procedimiento administrativo de declaración de responsabilidad en curso.

6. Producida la interrupción, se iniciará de nuevo el cómputo del plazo de 
prescripción, salvo lo establecido en el apartado siguiente.

Las actuaciones a las que se refieren los apartados anteriores y las de 
naturaleza análoga producirán los efectos interruptivos de la prescripción cuando 
se realicen en otro Estado en el marco de la asistencia mutua, aun cuando dichos 
actos no produzcan efectos interruptivos semejantes en el Estado en el que 
materialmente se realicen.

7. Cuando el plazo de prescripción se hubiera interrumpido por la 
interposición del recurso ante la jurisdicción contencioso-administrativa, por el 
ejercicio de acciones civiles o penales, por la remisión del tanto de culpa a la 
jurisdicción competente o la presentación de denuncia ante el Ministerio Fiscal o 
por la recepción de una comunicación judicial de paralización del procedimiento, el 
cómputo del plazo de prescripción se iniciará de nuevo cuando la Administración 
tributaria reciba la notificación de la resolución firme que ponga fin al proceso 
judicial o que levante la paralización, o cuando se reciba la notificación del 
Ministerio Fiscal devolviendo el expediente.

Cuando el plazo de prescripción se hubiera interrumpido por la declaración de 
concurso del deudor, el cómputo se iniciará de nuevo cuando adquiera firmeza la 
resolución judicial de conclusión del concurso. Si se hubiere aprobado un 
convenio, el plazo de prescripción se iniciará de nuevo en el momento de su 
aprobación para las deudas tributarias no sometidas al mismo. Respecto de las 
deudas tributarias sometidas al convenio concursal, el cómputo del plazo de 
prescripción se iniciará de nuevo cuando aquéllas resulten exigibles al deudor.

Lo dispuesto en este apartado no será aplicable al plazo de prescripción del 
derecho de la Administración tributaria para exigir el pago cuando no se hubiera 
acordado la suspensión en vía contencioso-administrativa.

8. Interrumpido el plazo de prescripción para un obligado tributario, dicho 
efecto solo se extiende a los demás obligados a los que se refiere el artículo 35.7. 
No obstante, si la obligación es mancomunada y solo se reclama a uno de los 
obligados tributarios la parte que le corresponde, el plazo no se interrumpe para 
los demás.

Si existieran varias deudas liquidadas a cargo de un mismo obligado al pago, 
la interrupción de la prescripción solo afectará a la deuda a la que se refiera.

La suspensión del plazo de prescripción de los derechos contenidos en el 
artículo 66.1.b), por litigio, concurso u otras causas legales, respecto de un 
obligado tributario, solo causa el mismo efecto en relación con los demás 
obligados a los que se refiere el artículo 35.7, sin perjuicio de que puedan 
continuar frente a ellos las acciones de cobro que procedan.

9. La interrupción del plazo de prescripción del derecho a que se refiere el 
artículo 66.1.a) relativa a una obligación tributaria determinará, asimismo, la 
interrupción del plazo de prescripción de los derechos a que se refieren las 
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letras a) y c) del citado artículo relativas a las obligaciones tributarias conexas del 
propio obligado tributario cuando en éstas se produzca o haya de producirse una 
tributación distinta como consecuencia de la aplicación, ya sea por la 
Administración tributaria o por los obligados tributarios, de los criterios o elementos 
en los que se fundamente la regularización de la obligación con la que estén 
relacionadas las obligaciones tributarias conexas.

A efectos de lo dispuesto en este apartado, se entenderá por obligaciones 
tributarias conexas aquellas en las que alguno de sus elementos resulte afectado 
o se determine en función de los correspondientes a otra obligación o período 
distinto.»

Cuatro. Se modifica el artículo 69, que queda redactado de la siguiente forma:

«Artículo 69. Extensión y efectos de la prescripción.

1. La prescripción ganada aprovecha por igual a los demás obligados a los 
que se refiere el artículo 35.7, salvo lo dispuesto en el apartado 8 del artículo 
anterior.

2. La prescripción se aplicará de oficio, incluso en los casos en que se haya 
pagado la deuda tributaria, sin necesidad de que la invoque o excepcione el 
obligado tributario.

3. La prescripción ganada por todos los obligados extingue la deuda 
tributaria.»

Cinco. Se modifica el apartado 2 del artículo 169, que queda redactado como sigue:

«2. Si la Administración y el obligado tributario no hubieran acordado otro 
orden diferente en virtud de lo dispuesto en el apartado 4, se embargarán los 
bienes del obligado teniendo en cuenta la mayor facilidad de su enajenación y la 
menor onerosidad de ésta para el obligado.

Si los criterios establecidos en el párrafo anterior fueran de imposible o muy 
difícil aplicación, los bienes se embargarán por el siguiente orden:

a) Dinero efectivo o en cuentas abiertas en entidades de crédito, entidades 
de pago y entidades de dinero electrónico.

b) Criptoactivos incluidos dentro del ámbito de aplicación del Reglamento 
(UE) 2023/1114 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 31 de mayo de 2023, 
relativo a los mercados de criptoactivos y por el que se modifican los Reglamentos 
(UE) n.º 1093/2010 y (UE) n.º 1095/2010 y las Directivas 2013/36/UE y (UE) 
2019/1937.

c) Créditos, efectos, valores y derechos realizables en el acto o a corto plazo.
d) Sueldos, salarios y pensiones.
e) Bienes inmuebles.
f) Intereses, rentas y frutos de toda especie.
g) Establecimientos mercantiles o industriales.
h) Metales preciosos, piedras finas, joyería, orfebrería y antigüedades.
i) Bienes muebles y semovientes.
j) Criptoactivos distintos de los recogidos en la letra b).
k) Créditos, efectos, valores y derechos realizables a largo plazo.»
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Seis. Se modifican el título y el apartado 1 del artículo 171, que quedan redactados 
como sigue:

«Artículo 171. Embargo de bienes o derechos en entidades de crédito, de pago, 
de dinero electrónico o de depósito.

1. Cuando la Administración tributaria tenga conocimiento de la existencia de 
fondos, valores, títulos u otros bienes entregados o confiados a una determinada 
oficina de una entidad de crédito u otra persona, entidad de pago, entidad de 
dinero electrónico o entidad depositaria, podrá disponer su embargo en la cuantía 
que proceda. En la diligencia de embargo deberá identificarse el bien o derecho 
conocido por la Administración actuante, pero el embargo podrá extenderse, sin 
necesidad de identificación previa, al resto de los bienes o derechos existentes en 
dicha persona o entidad, dentro del ámbito estatal, autonómico o local que 
corresponda a la jurisdicción respectiva de cada Administración tributaria 
ordenante del embargo.

Si de la información suministrada por la persona o entidad depositaria en el 
momento del embargo se deduce que los fondos, valores, títulos u otros bienes 
existentes no son homogéneos o que su valor excede del importe señalado en el 
artículo 169.1, se concretarán por el órgano competente los que hayan de quedar 
trabados.»

Siete. Se modifica el apartado 4 del artículo 177 bis, que queda redactado de la 
siguiente manera:

«4. La asistencia que la Administración tributaria preste a otros Estados o a 
entidades internacionales o supranacionales en virtud de la normativa sobre 
asistencia mutua estará sometida a las limitaciones establecidas en esta última.

En particular, en el ámbito de la asistencia mutua entre los Estados miembros 
de la Unión Europea, la Administración tributaria estará sujeta a las obligaciones 
procesales y materiales previstas en la Directiva 2010/24/UE del Consejo, de 16 
de marzo de 2010, sobre la asistencia mutua en materia de cobro de los créditos 
correspondientes a determinados impuestos, derechos y otras medidas, y en la 
Directiva 2011/16/UE del Consejo, de 15 de febrero de 2011, relativa a la 
cooperación administrativa en el ámbito de la fiscalidad y por la que se deroga la 
Directiva 77/799/CEE.»

Ocho. Se modifica el apartado 5 del artículo 258, que queda redactado de la 
siguiente forma:

«5. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 68.8, en los supuestos de 
responsabilidad a que se refiere el apartado 1, interrumpido el plazo de 
prescripción para un obligado tributario, dicho efecto se extiende a los demás 
obligados a los que se refiere el artículo 35.7.»

Nueve. Se modifica la disposición adicional decimoctava, que queda redactada de 
la siguiente manera:

«Disposición adicional decimoctava. Obligación de información sobre bienes y 
derechos situados en el extranjero.

Los obligados tributarios deberán suministrar a la Administración tributaria, 
conforme a lo dispuesto en los artículos 29 y 93 y en los términos que 
reglamentariamente se establezcan, la siguiente información:

a) Información sobre las cuentas situadas en el extranjero abiertas en 
entidades que se dediquen al tráfico bancario o crediticio de las que sean titulares 
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o beneficiarios o en las que figuren como autorizados o de alguna otra forma 
ostenten poder de disposición.

b) Información de cualesquiera títulos, activos, valores o derechos 
representativos del capital social, fondos propios o patrimonio de todo tipo de 
entidades, o de la cesión a terceros de capitales propios, de los que sean titulares 
y que se encuentren depositados o situados en el extranjero, así como de los 
seguros de vida o invalidez de los que sean tomadores y de las rentas vitalicias o 
temporales de las que sean beneficiarios como consecuencia de la entrega de un 
capital en dinero, bienes muebles o inmuebles, contratados con entidades 
establecidas en el extranjero.

c) Información sobre los bienes inmuebles y derechos sobre bienes 
inmuebles de su titularidad situados en el extranjero.

d) Información sobre los criptoactivos que se determinen reglamentariamente 
situados en el extranjero de los que se sea titular, o respecto de los cuales se 
tenga la condición de beneficiario o de alguna otra forma se ostente poder de 
disposición, custodiados por personas o entidades que proporcionen servicios 
para salvaguardar claves criptográficas privadas en nombre de terceros, para 
mantener, almacenar y transferir criptoactivos. El concepto de criptoactivo se 
entenderá según se define en el artículo 3.1.5) del Reglamento (UE) 2023/1114 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 31 de mayo de 2023, relativo a los 
mercados de criptoactivos y por el que se modifican los Reglamentos (UE) 
n.º 1093/2010 y (UE) n.º 1095/2010 y las Directivas 2013/36/UE y (UE) 2019/1937.

Las obligaciones previstas en los párrafos anteriores se extenderán a quienes 
tengan la consideración de titulares reales de acuerdo con lo previsto en el 
artículo 4.2 de la Ley 10/2010, de 28 de abril, de prevención del blanqueo de 
capitales y de la financiación del terrorismo.»

Diez. Se modifican los apartados 1, 3, 4 y 5 de la disposición adicional vigésima 
segunda, que quedan redactados como sigue:

«1. Las instituciones financieras deberán aplicar las normas de diligencia 
debida respecto de determinadas cuentas financieras de personas que ostenten la 
titularidad o el control, y suministrar información a la Administración tributaria 
respecto de tales cuentas, conforme a lo dispuesto en la Directiva 2011/16/UE del 
Consejo, de 15 de febrero de 2011, relativa a la cooperación administrativa en el 
ámbito de la fiscalidad, modificada por la Directiva 2014/107/UE del Consejo, de 9 
de diciembre de 2014, por lo que se refiere a la obligatoriedad del intercambio 
automático de información en el ámbito de la fiscalidad, y por la Directiva (UE) 
2023/2226 del Consejo, de 17 de octubre de 2023, por la que se modifica la 
Directiva 2011/16/UE relativa a la cooperación administrativa en el ámbito de la 
fiscalidad, y a lo dispuesto en el Acuerdo Multilateral entre Autoridades 
Competentes sobre intercambio automático de información de cuentas financieras 
y su Adenda.

Asimismo, las personas que ostenten la titularidad o el control de las cuentas 
financieras deberán cumplir las obligaciones derivadas de la aplicación de las 
normas de diligencia debida en lo referido a su identificación y residencia fiscal 
ante las instituciones financieras en las que se encuentren abiertas las citadas 
cuentas.

Reglamentariamente se desarrollarán las normas de diligencia debida, así 
como las obligaciones de suministro de información de las instituciones financieras 
respecto de las cuentas financieras abiertas en ellas de las personas que ostenten 
la titularidad o el control de aquéllas.»
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«3. Constituye infracción tributaria el incumplimiento o cumplimiento 
incorrecto de las obligaciones derivadas de las normas de diligencia debida 
relativas a:

a) La identificación de las cuentas financieras sujetas a comunicación de 
información de personas físicas.

b) La identificación de las cuentas financieras sujetas a comunicación de 
información de entidades.

La infracción tributaria prevista en este apartado será grave y será sancionada 
con multa fija de 200 euros por cada persona respecto de la que se hubiera 
producido el incumplimiento.

Cuando una institución financiera se sirva de un prestador de servicios externo 
para cumplir las obligaciones de suministro de información y diligencia debida, 
éstas seguirán siendo responsabilidad de tal institución.»

«4. Constituye infracción tributaria comunicar a la institución financiera datos 
falsos, incompletos o inexactos por las personas que ostenten la titularidad o el 
control de las cuentas financieras en cumplimiento de las obligaciones derivadas 
de la aplicación por la institución financiera de las normas de diligencia debida a 
que se refiere el apartado anterior.

La infracción tributaria prevista en este apartado será grave y será sancionada 
con multa fija de 300 euros.»

«5. En relación con las declaraciones que resulten exigibles a las personas 
que ostenten la titularidad o el control de las cuentas financieras abiertas a partir 
de 1 de enero de 2016, o de 1 de enero de 2026 para las cuentas financieras 
consideradas como tales únicamente en virtud de las modificaciones efectuadas 
por la Directiva (UE) 2023/2226 del Consejo, de 17 de octubre de 2023, relativas a 
su identificación y residencia fiscal a los efectos previstos en esta disposición 
adicional, deberán obtenerse en el momento de la apertura de la cuenta. La falta 
de aportación de las citadas declaraciones a la institución financiera en el plazo 
de 90 días desde que se hubiese solicitado la apertura de la cuenta determinará 
que ésta no realice cargos, abonos, ni cualesquiera otras operaciones en la misma 
hasta el momento de su aportación.»

Once. Se introduce una nueva disposición adicional vigésima séptima, con la 
siguiente redacción:

«Disposición adicional vigésima séptima. Obligaciones de información y de 
diligencia debida relativas a la declaración informativa de los “proveedores de 
servicios de criptoactivos obligados a comunicar información” en el ámbito de 
la asistencia mutua.

1. Las personas o entidades que tuvieran la consideración de “proveedores de 
servicios de criptoactivos obligados a comunicar información” deberán aplicar las 
normas de diligencia debida y cumplir las obligaciones de suministro de información 
y, en su caso, de registro, conforme a lo dispuesto en el artículo 8 bis quinquies y en 
el anexo VI de la Directiva 2011/16/UE del Consejo, de 15 de febrero de 2011, 
relativa a la cooperación administrativa en el ámbito de la fiscalidad y por la que se 
deroga la Directiva 77/799/CEE, modificada por la Directiva (UE) 2023/2226 del 
Consejo, de 17 de octubre de 2023, así como en el Acuerdo Multilateral entre 
Autoridades Competentes sobre intercambio automático de información de acuerdo 
con el Marco de intercambio de información sobre criptoactivos, y en otros acuerdos 
internacionales suscritos con el mismo objetivo, a esta disposición y en los términos 
que se determinen reglamentariamente.

Asimismo, las personas o entidades que tuvieran la consideración de “usuarios 
de criptoactivos” y, en el caso de entidades, las “personas que ejercen el control” 
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de dichos usuarios deberán cumplir las obligaciones derivadas de la aplicación de 
las normas de diligencia debida en lo referido a su identificación y residencia fiscal, 
de acuerdo con la normativa a que se refiere el párrafo anterior.

Reglamentariamente se desarrollarán las normas de diligencia debida, así 
como las obligaciones de suministro de información y de registro a que se refiere 
este apartado.

Los términos utilizados en esta disposición adicional y su normativa de 
desarrollo tendrán el significado establecido reglamentariamente, salvo que se 
establezca otra cosa.

2. A efectos de lo previsto en esta disposición, los términos “usuario sujeto a 
comunicación de información” y “persona sujeta a comunicación de información” 
se referirán a residentes o no residentes en territorio español, con las exclusiones 
que se establezcan reglamentariamente.

3. Las infracciones y sanciones derivadas del incumplimiento de las 
obligaciones de suministro de información y, en su caso, de registro previstas en el 
apartado 1 se regularán por lo dispuesto en el título IV con las especialidades 
establecidas en esta disposición.

4. Constituye infracción tributaria el incumplimiento o cumplimiento incorrecto 
o fuera de plazo de las obligaciones derivadas de las normas de diligencia debida 
relativas a:

a) La determinación de si la “persona física usuaria de criptoactivos” es un 
“usuario sujeto a comunicación de información”.

b) La determinación de si la “entidad usuaria de criptoactivos” es un “usuario 
sujeto a comunicación de información” o una “entidad”, que no sea una “persona 
excluida” o una “entidad activa”, en la que una o varias “personas que ejercen el 
control” son “personas sujetas a comunicación de información”.

La infracción tributaria prevista en este apartado será grave y se sancionará 
con una multa pecuniaria fija de 200 euros por cada persona respecto de la que se 
incumplieron las obligaciones derivadas de la aplicación de las normas de 
diligencia debida.

Cuando un “proveedor de servicios de criptoactivos obligado a comunicar 
información” se sirva de un prestador de servicios externo para cumplir las 
obligaciones de diligencia debida, éstas seguirán siendo responsabilidad de tal 
proveedor.

5. Constituye infracción tributaria comunicar información falsa, incompleta o 
inexacta a los “proveedores de servicios de criptoactivos obligados a comunicar 
información” por los “usuarios de criptoactivos” o por las “personas que ejercen el 
control” de dichos usuarios en cumplimiento de las obligaciones derivadas de la 
aplicación por el proveedor de las normas de diligencia debida a que se refiere el 
apartado anterior.

La infracción tributaria prevista en este apartado será grave y se sancionará 
con multa pecuniaria fija de 300 euros.

6. Cuando un “usuario de criptoactivos” o, en el caso de entidades, las 
“personas que ejercen el control” de dicho usuario no faciliten al “proveedor de 
servicios de criptoactivos obligado a comunicar información” la información exigida 
con arreglo a las normas de diligencia debida, habiendo recibido dos recordatorios 
tras la solicitud inicial del proveedor y transcurrido un plazo de 60 días naturales 
desde la solicitud inicial, dicho proveedor impedirá al “usuario de criptoactivos” la 
realización de las “operaciones sujetas a comunicación de información”.

7. La Administración tributaria acordará la baja cautelar en el censo 
correspondiente del “operador de criptoactivos” que sea un “proveedor de 
criptoactivos obligado a comunicar información” cuando no cumpla la obligación de 
informar a que se refiere el apartado 1 después de dos requerimientos. La baja se 
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efectuará en un plazo máximo de 90 días naturales desde el segundo 
requerimiento, pero nunca antes de que transcurran 30 días naturales desde el 
mismo.

Una vez acordada la baja, el operador sólo podrá cursar el alta de nuevo si 
ofrece a la Administración tributaria garantías adecuadas de que se compromete a 
cumplir la obligación de información, incluidos aquellos suministros de información 
pendientes de cumplir. A estos efectos, la Administración tributaria podrá 
considerar como garantía adecuada una declaración responsable o cualquier otra 
garantía prevista en la normativa tributaria. La Administración tributaria podrá 
acordar la adecuación de dichas garantías previa verificación, en su caso, de su 
situación censal a través de las actuaciones y procedimientos de comprobación 
censal a que se refieren los artículos 144 y siguientes del Reglamento General de 
las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria y de 
desarrollo de las normas comunes de los procedimientos de aplicación de los 
tributos, aprobado por el Real Decreto 1065/2007, de 27 de julio.

8. Las declaraciones que resulten exigibles a los “usuarios de criptoactivos” 
y, en el caso de entidades, a las “personas que ejercen el control” de dichos 
usuarios, las pruebas documentales, los registros y cualquier información utilizada 
para aplicar las normas de diligencia debida y para cumplir las obligaciones de 
suministro de información y, en su caso, de registro a que se refiere esta 
disposición adicional deberán conservarse y mantenerse a disposición de la 
Administración tributaria hasta la finalización del quinto año siguiente a aquel en el 
que se deba suministrar la información sobre las “operaciones sujetas a 
comunicación de información” de dichos usuarios.

Sin perjuicio de las facultades de comprobación e investigación de las 
obligaciones de suministro de información y, en su caso, de registro a que se 
refiere esta disposición adicional conforme a las normas generales de esta ley, la 
Administración tributaria podrá comprobar e investigar el cumplimiento de las 
normas de diligencia debida que deban aplicar los “proveedores de servicios de 
criptoactivos obligados a comunicar información”.

9. Todo “proveedor de servicios de criptoactivos obligado a comunicar 
información” deberá informar a cada persona física sujeta a comunicación de 
información que la información sobre la misma a que se refiere la presente 
disposición será suministrada a la Administración tributaria y transferida al Estado 
que corresponda con arreglo a la Directiva 2011/16/UE del Consejo, de 15 de 
febrero de 2011, y los acuerdos internacionales indicados en la presente 
disposición. Asimismo, el “proveedor de servicios de criptoactivos obligado a 
comunicar información” facilitará a la persona física con suficiente antelación toda 
la información que esta tenga derecho a recibir para que pueda ejercer su derecho 
a la protección de sus datos personales y, en cualquier caso, antes de que la 
información por él recopilada sea suministrada a la Administración tributaria.»

Artículo segundo. Modificación de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto 
sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los 
Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio.

Se modifica el apartado 6 de la disposición adicional decimotercera de la 
Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y 
de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta 
de no Residentes y sobre el Patrimonio, que queda redactado como sigue:

«6. Las personas y entidades residentes en España y los establecimientos 
permanentes en territorio español de personas o entidades residentes en el 
extranjero, que proporcionen servicios para salvaguardar claves criptográficas 
privadas en nombre de terceros, para mantener, almacenar y transferir 
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criptoactivos, ya se preste dicho servicio con carácter principal o en conexión con 
otra actividad, vendrán obligadas a suministrar a la Administración tributaria, en los 
términos que reglamentariamente se establezcan, información sobre la totalidad 
de los criptoactivos que se determinen reglamentariamente que mantengan 
custodiados. Este suministro comprenderá información sobre saldos en cada 
criptoactivo diferente y, en su caso, en dinero de curso legal, así como la 
identificación de los titulares o beneficiarios de dichos saldos.

El concepto de criptoactivo se entenderá según se define en el artículo 3.1.5) 
del Reglamento (UE) 2023/1114 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 31 de 
mayo de 2023, relativo a los mercados de criptoactivos y por el que se modifican 
los Reglamentos (UE) n.º 1093/2010 y (UE) n.º 1095/2010 y las 
Directivas 2013/36/UE y (UE) 2019/1937.»

Artículo tercero. Modificación de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del Impuesto 
sobre Sucesiones y Donaciones.

Se modifica el apartado 4 del artículo 34 de la Ley 29/1987, de 18 de diciembre, del 
Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones, que queda redactado de la siguiente forma:

«4. De acuerdo con lo dispuesto en el apartado anterior, se establece el 
régimen de autoliquidación del impuesto con carácter obligatorio en las siguientes 
Comunidades Autónomas:

− Comunidad Autónoma de Andalucía.
− Comunidad Autónoma de Aragón.
− Comunidad Autónoma del Principado de Asturias.
− Comunidad Autónoma de las Illes Balears.
− Comunidad Autónoma de Canarias.
− Comunidad Autónoma de Cantabria.
− Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha.
− Comunidad de Castilla y León.
− Comunidad Autónoma de Cataluña.
− Comunidad Autónoma de Extremadura.
− Comunidad Autónoma de Galicia.
− Comunidad Autónoma de la Región de Murcia.
− Comunidad Autónoma de La Rioja.
− Comunidad de Madrid.
− Comunidad Valenciana.»

Disposición transitoria primera. Obligación de informar sobre las operaciones realizadas 
con monedas virtuales en el año 2025.

La obligación de informar sobre operaciones con monedas virtuales establecida en la 
disposición adicional decimotercera, apartado 7, de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, 
del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas y de modificación parcial de las 
leyes de los Impuestos sobre Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el 
Patrimonio, deberá cumplirse en los términos señalados reglamentariamente respecto de 
las operaciones realizadas en el año 2025.

Disposición transitoria segunda. Régimen en materia de prescripción de los derechos 
no prescritos y procedimientos en curso.

Lo establecido en el artículo primero en materia de prescripción será de aplicación a 
los derechos no prescritos y a los procedimientos en curso a la fecha de su entrada en 
vigor, sin que puedan revisarse los actos que hubieran adquirido firmeza, salvo a través 
de los correspondientes procedimientos especiales de revisión.
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Disposición derogatoria única. Derogación normativa.

Con efectos desde 1 de enero de 2026, sin perjuicio de lo dispuesto en la disposición 
transitoria primera, quedará derogado el apartado 7 de la disposición adicional 
decimotercera de la Ley 35/2006, de 28 de noviembre, del Impuesto sobre la Renta de 
las Personas Físicas y de modificación parcial de las leyes de los Impuestos sobre 
Sociedades, sobre la Renta de no Residentes y sobre el Patrimonio.

Disposición final primera. Título competencial.

Esta ley se dicta al amparo de lo establecido en el artículo 149.1.3.ª y 14.ª de la 
Constitución Española, que atribuyen al Estado la competencia exclusiva en materia de 
relaciones internacionales y de Hacienda general, respectivamente.

Disposición final segunda. Incorporación de derecho de la Unión Europea.

Mediante esta ley se incorpora parcialmente al derecho español la Directiva (UE) 
2023/2226 del Consejo, de 17 de octubre de 2023, por la que se modifica la 
Directiva 2011/16/UE relativa a la cooperación administrativa en el ámbito de la 
fiscalidad.

Disposición final tercera. Entrada en vigor.

La presente ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín 
Oficial del Estado».

No obstante, los apartados nueve, diez y once del artículo primero y el artículo 
segundo entrarán en vigor el 1 de enero de 2026.
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